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Surén Fuentes y el Juez Pagán Ocasio1 
 

Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2020. 

Comparecen las interventoras, la señora María Socorro Rosario 

Berdecía y la señora Iria Yolanda Marrero (apelantes), solicitando se 

revoque la Sentencia del Tribunal de Primera Instancia (TPI) Sala de 

Aibonito, dictada el 17 de junio de 2019 y notificada el 20 del mismo 

mes y año, en la que ordenó la inscripción en el Registro de la 

Propiedad de una finca a favor de la señora Carmen María Ortiz 

Rivera (Sra. Ortiz Rivera o apelada).  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos la Sentencia dictada por el foro primario. 

I. 

El 22 de octubre de 2014 la Sra. Ortiz Rivera presentó una 

Petición de Expediente de Dominio ante el foro primario solicitando la 

inscripción en el Registro de la Propiedad un inmueble ubicado en el 

pueblo de Coamo, con la siguiente descripción:2  

 

1 Véase Orden Administrativa Núm. TA-2020-007. 
2 Apéndice apelantes, a las págs. 1-5. 
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“RÚSTICA: Predio sito en el Barrio Pulguillas de Coamo, 

Puerto Rico, con una cabida superficial de cuatro 
cuerdas con tres mil doscientas noventa y siete 
milésimas de una (4.3297), equivalentes a diecisiete mil 

diecisiete punto siete mil quinientos cincuenta y siete 
(17,017.7557) metros cuadrados; en lindes por el Norte, 

con Mariano Rosario, Cecilio Ignacio Colón y Fausto 
Rivera, antes, hoy, con Sucesión de Cecilio Ignacio Colón; 
por el Sur, con Nicolás Soto, antes, hoy con terrenos de 

Iris Yolanda Marrero y con terrenos de Ivelisse Vázquez 
Colón; por el Este, con Luis Caratinni, antes, hoy, con 

una quebrada denominada faja verde en el plano, que lo 
separa de terrenos de Ana R. Rivera y de terrenos de Luis 
Caratinni y por el Oeste, con Pablo Collazo, antes, hoy 

con terrenos de Ivelisse Vázquez Colón”  
 

  Alegó que había poseído la propiedad de forma pública, 

pacífica, continua y a título de dueña por más de 30 años. Señaló que 

durante dicho término, las colindancias, configuraciones y 

dimensiones de la finca habían sido las mismas. A su vez, identificó 

como colindantes a la Sra. Ivelisse Vázquez Colón, la Sra. Iria Yolanda 

Marrero, la Sucesión de Cecilio Ignacio Colón y la Sra. Ana Ruperto 

Rivera.3  

El 30 de enero de 2015 el TPI emitió Orden en la que estableció 

lo siguiente: 

[…] se ordena la notificación de la Petición al Municipio 

de Coamo, Puerto Rico, a las personas de los predios 
colindantes; y la citación por edictos de las personas 

ignoradas a quienes puedan perjudicar la pretensión de 
la peticionaria. Se ordena, además, la publicación de 
dichos edictos por tres (3) veces y por el término de veinte 

(20) días en el periódico de circulación general de Puerto 
Rico, para que comparezca a alegar a su derecho de los 
veinte (20) días siguientes a la última publicación de 

dicho edicto, después de los cual se resolverá lo 
procedente en ley.4 

 

El 16 de septiembre de 2015 las apelantes presentaron Moción 

en Solicitud de Intervención.5 Alegaron que el predio de la Sra. Marrero 

Santos no era colindante con el predio que se pretendía inscribir, ya 

que entre ambas propiedades existía una faja de terreno de 1,250 

 

3 Según surge del Certificado de Diligenciamiento, se entregó la citación a la Sra. 
Marrero el 1 de marzo de 2015. Véase Apéndice apelantes, a la pág. 8. 
4 Apéndice apelada, a la pág. 6. 
5 Apéndice apelantes, a las págs. 9-11. 
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metros cuadrados que le pertenecían a la Sra. Rosario Berdecía. 

Señalaron que, mediante Resolución del 27 de noviembre de 2004, la 

Sra. Rosario Berdecía fue declarada única heredera de su padre, el 

Sr. José Antonio Rosario Camacho, quien era el titular de la faja de 

terreno de 1,250 metros cuadrados en virtud de Estipulación Judicial 

en el caso civil CS-90-156 del 1991. Sin embargo, solicitaron la 

ejecución de dicha sentencia y que se ordenara la segregación de los 

1,250 metros cuadrados.6 A su vez, solicitaron que se permitiera la 

intervención en la petición, toda vez que su interés propietario se 

vería afectado por la determinación que se tomara en el caso. 

El 5 de octubre de 2015 la Sra. Ortiz Rivera presentó Moción en 

Oposición de Solicitud de Intervención.7 Alegó que el predio de terreno 

que alegaba la Sra. Rosario Berdecía le pertenecía, no cobro vida en 

la realidad extrajudicial debido a que nunca se realizó escritura de 

segregación. Solicitó que se declarara sin lugar la solicitud de 

intervención. No obstante, el 21 de octubre de 2015, notificada el 29 

del mismo mes y año, el TPI dictó Orden en la que permitió la 

intervención de las apelantes “debido a que sus derechos pudiesen 

verse afectados en la determinación final en el caso”.8  

Luego de varias incidencias procesales y la celebración del 

juicio en su fondo, el 17 de junio de 2019, notificada el 20 del mismo 

mes y año, el TPI dictó Sentencia.9 Formuló las siguientes 

determinaciones de hechos: 

 

6 En el caso civil CS-90-156 la parte demandante era la Sra. Ortiz Rivera y su ex 

esposo y el demandado era el Sr. José Antonio Rosario Camacho. El 21 de octubre 

de 1991 el foro primario acogió la Estipulación Judicial presentada por las partes el 

4 de mayo de 1991. En dicha estipulación, las partes acordaron ceder a favor del 

Sr. José Antonio Rosario Camacho una faja de terreno de 1,250 metros cuadrados. 
A su vez, el Sr. Rosario Camacho se comprometió a realizar todas aquellas gestiones 

necesarias para segregar dicho predio y ceder la titularidad y dominio de la 

servidumbre de paso. Por su parte, los demandantes (Sra. Ortiz Rivera y su ex 

esposo) se comprometieron a segregar el predio, obtener la aprobación de la 

Administración de Reglamentos y Permisos (actualmente OGPe) y a darle 

mantenimiento a la servidumbre de paso.  
7 Apéndice apelantes, a las págs. 12-13. 
8 Apéndice apelantes, a las págs. 14-15. 
9 Apéndice apelantes, a las págs. 47-59. 
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1.En la porción del solar que Iria Yolanda Marrero Santos 

alega le pertenece, actualmente existe un pozo séptico 
que le da servicio a una residencia ubicada en la 
propiedad de la peticionaria Carmen María Ortiz Rivera. 

 
2. En el área motivo de la controversia el hijo de Carmen 

María Ortiz Rivera construyó dos pozos sépticos. 
 
3. Se preparó un plano de mensura para delimitar la 

colindancia entre el predio de Iria Yolanda y la 
peticionaria con la intervención del ingeniero Kelvin 

Alvarado contratado por Iria Yolanda Marrero Santos y el 
ingeniero Juan Torres Berríos contratado por Carmen 
María Ortiz Rivera.  

 
4. La interventora señora María Socorro Rosario Berdecía 
no tiene escrituras en el predio que alega le pertenece. 

 
5. La sentencia dictada en el caso CS 90 156 Tribunal 

General de Justicia, Sala de Aibonito, establece que la 
parte allí demandada debería otorgar una escritura de 
constitución de servidumbre de paso a favor de la parte 

demandante. Esta Sentencia fue dictada el 21 de octubre 
de 1991 acogiendo estipulación de 15 de octubre de 
2019.   

 
6. El padre de la interventora María Socorro Rosario 

Berdecía nunca otorgó la escritura de constitución de 
servidumbre de paso a favor de la demandante.  
 

7. La estipulación en el caso CS 90156, Tribunal General 
de Justicia, Sala de Aibonito incluía la constitución de 

una servidumbre de paso por escritura de los terrenos de 
los padres de la interventora María Socorro Rosario 
Berdecía, a favor de los demandantes del caso. 

 
8. Que la parte peticionaria y el señor José Antonio 
Rosario Camacho habían llegado a un acuerdo 

transaccional relacionado a los accesos y las 
colindancias de sus propiedades que fue acogido por el 

Tribunal de Aibonito en lso casos civiles CS 90 156 y BAC 
90 156. 
 

9. Que la única y universal heredera del señor José 
Antonio Rosario Camacho lo es la interventora María 

Socorro Rosario Berdecía. 
 
10. Que la parte peticionaria posee título de un solar que 

colinda por el sur con la propiedad que pertenece a la 
interventora Iria Yolanda Marrero Santos con una cabida 
superficial de 1250 metros cuadrados. 

 
11. Que ese solar de 1250 metros cuadrados fue medido 

para darle cumplimiento a la sentencia dictada en los 
casos civiles del Tribunal de Aibonito CS-90-156 y BAC-
90-156. 

 
12. Don Crescencio Alvarado Negrón cerca del año 1962, 

le donó verbalmente a la peticionaria y su entonces 
esposo Víctor Manuel Cruz Rivera el 50% de su 
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participación en el predio de terreno que se solicita 

inscribir. Ello mientras su entonces esposa y madre de 
crianza de Don Víctor, doña Isabel Rivera estaba viva.  
 

13. Al fallecimiento de doña Isabel Rivera, la peticionaria 
y su entonces esposo, acudieron al notario Luis Vega 

González y otorgaron una escritura de compraventa de la 
participación del 50% perteneciente a don Crescencio 
para lo cual otorgaron la Escritura número 13, de 28 de 

febrero de 1983.  
 

14. A partir de en o aproximadamente el año 1962 los 
peticionarios residen en dicho terreno en donde 
construyeron su vivienda y la poseen pública, pacífica e 

ininterrumpidamente desde entonces. 
 
15. Posteriormente, en el año 2013, la peticionaria 

adquirió la participación perteneciente a don Víctor 
mediante sentencia de divorcio en el caso civil 

BDI20130056. 
 
16. Las colindancias del terreno que pretende inscribir 

son las que surgen del plano del ingeniero Torres Berríos 
de 16 de julio de 2015 en la línea que se forma entre los 
puntos 418 y 419. Esto es más al sur de lo que alega la 

parte interventora.  
 

17. Dicho plano a su vez reitera las que surgían del plano 
aprobado por ARPE el 8 de julio de 1993, puntos 1 y 34.  
 

18. El padre de la parte interventora María Rosario 
Berdecía, José Antonio Rosario Camacho, vendió a una 

tercera persona (José Daniel Padilla Alicea) el terreno del 
cual es hoy titular la interventora Marrero quien 
entonces adquiere de esta. 

 

Además, el foro primario determinó que la solicitud de 

ejecución de sentencia no cumplía con los requisitos de la Regla 51 

de Procedimiento Civil, toda vez que la Sra. Rosario Berdecía debió 

haber interpuesto la solicitud de ejecución dentro del mismo pleito 

donde se emitió la sentencia. Por lo cual, concluyó que la solicitud de 

ejecución de sentencia estaba prescrita.  

Luego de aquilatada la prueba, el foro primario declaró el 

dominio de la finca a favor de la Sra. Ortiz Rivera y requirió a la parte 

interventora a gestionar un nuevo plano con la colindancia y cabida 

correcta de sus terrenos, ya que había concluido que la cabida de su 

finca había disminuido.   
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Inconforme, el 5 de julio de 2019, la Sra. Marrero presentó 

Moción de Reconsideración y Solicitud de Determinaciones de Hechos 

Adicionales.10 En síntesis, alegó que el foro primario había abusado 

de su discreción al ordenar el cambio de las constancias en el Registro 

de la Propiedad de su terreno sin incluir en el pleito a los acreedores 

hipotecarios de su finca, ya que la misma se encontraba sujeta a una 

hipoteca a favor de Popular Mortgage, Inc. y Banco y Agencia de 

Financiamiento de la Vivienda de Puerto Rico. A su vez, señaló que 

no se incluyeron en el pleito a los anteriores dueños del predio que se 

interesaba inscribir.  

El 16 de julio de 2019, notificada el 19 del mismo mes y año, el 

foro primario declaró No Ha Lugar a la solicitud de reconsideración.11 

Insatisfechas aun, el 15 de agosto de 2019 las interventoras 

acudieron ante nos mediante recurso de Apelación. En su apelación, 

señalaron la comisión de los siguientes errores:  

Erró el Tribunal de Instancia al abusar de su discreción 
al determinar ha lugar la solicitud de expediente de 

dominio a pesar de dejar de incluir a los acreedores 
hipotecarios de la propiedad de la parte interventora 

siendo partes indispensables en el presente caso. 
 
Erró el Tribunal de Instancia al abusar de su discreción 

al convertir motu propio la acción de expediente de 
dominio en una acción de deslinde, sin incluir a los 

colindantes quienes son partes indispensables según lo 
resuelto recientemente por este Honorable Tribunal en el 
caso número 201900467. 

 
Erró el Honorable Tribunal al declarar ha lugar la 
petición de expediente de dominio a pesar de que no se 

cumplió con la Ley del Registro de la Propiedad 
Inmobiliaria al no notificar a los inmediatos dueños 

anteriores. 
 
Erró el Honorable Tribunal al negarse hacer cumplir una 

sentencia válida y final del Tribunal de Primera Instancia 
por determinar que estaba prescrita la acción y 
fundamentarse en una disidente del Tribunal Supremo. 

 
Erró el Honorable Tribunal al determinar que el 

peticionario justificó su dominio en contra de las 

 

10 Apéndice apelantes, a las págs. 60-67. 
11 Apéndice apelantes, a la pág. 69. 
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constancias que constan en el Registro de la Propiedad 

sobre la propiedad de la Parte Interventora. 
 

Contando con la comparecencia de todas las partes, 

procedemos a resolver la situación fáctica que nos ocupa.  

II. 

La Regla 16.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 16, 

regula la acumulación de una parte indispensable en una 

reclamación. En específico, la regla dispone:  

Las personas que tuvieren un interés común sin cuya 
presencia no pueda adjudicarse la controversia, se 

harán partes y se acumularán como demandantes o 
demandadas según corresponda. Cuando una persona 

que deba unirse como demandante rehusare hacerlo, 
podrá unirse como demandada.  
 

Una parte indispensable es aquella de la que no se puede 

prescindir, pues, sin su presencia las cuestiones litigiosas no pueden 

ser adjudicadas correctamente, ya que sus derechos quedarían 

afectados. López García v. López García, 200 DPR 50, 63 (2018). Es 

aquella que tiene tal interés en la cuestión envuelta que no puede 

dictarse un decreto final sin lesionar y afectar radicalmente sus 

derechos. Deliz et als. v. Igartúa et als., 158 DPR 403, 433 (2003). 

Ahora bien, la determinación de cuándo procede la 

acumulación de una parte indispensable dependerá de los hechos 

específicos de cada caso y de un análisis juicioso sobre los derechos 

del ausente y las consecuencias que pudiera ocasionarle el no 

incluirlo como parte del procedimiento. Sánchez v. Sánchez, 154 DPR 

645 (2001); Unisys v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842 (1991). Para 

ello, deben tomarse en cuenta factores, como: tiempo, lugar, modo, 

clase de derechos, alegaciones, prueba, intereses en conflicto, 

formalidad y resultado. Mun. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 

DPR 743 (2003). De esta forma, el ordenamiento jurídico evita que la 

persona ausente en el pleito cuyo interés pueda verse afectado, pueda 

ser privado de su propiedad sin un debido proceso de ley. Art. II, Sec. 
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7, Const. E.L.A., LPRA, Tomo 1; Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721 

(2005). Por ello, “la no inclusión en el pleito de una parte 

indispensable constituye una defensa irrenunciable, la cual puede 

presentarse en cualquier momento durante el proceso”, factor que 

incide sobre la jurisdicción del tribunal. Pérez Rosa v. Morales 

Rosado, 172 DPR 216 (2007). Este planteamiento puede traerse por 

primera vez en apelación, mientras que un tribunal apelativo puede 

traerlo motu propio, pues ante la ausencia de una parte 

indispensable, el tribunal carece de jurisdicción. Romero v. S.L.G 

Reyes, supra, pág. 733.   

Cabe destacar que, para efectos de esta regla, no es cualquier 

interés en el pleito el que amerita la inclusión indispensable de una 

parte. “El interés afectado tiene que ser real e inmediato, al 

extremo de impedir que se elabore el decreto adecuado…” Romero 

v. S.L.G. Reyes, supra, pág. 733. No puede tratarse de meras 

especulaciones o de interés futuro. Deliz et als v. Igartúa et als., supra, 

pág. 435. Al interpretar la frase “sin cuya presencia no pueda 

adjudicarse la controversia,” el Tribunal ha establecido que “excepto 

en aquellas circunstancias en las que la adjudicación sin la persona 

ausente tendría un efecto perjudicial sobre el interés real e inmediato 

que ésta tiene en el pleito, en raras ocasiones será imposible resolver 

la controversia sin su presencia.” García Colón et al. v. Sucn. 

González, 178 DPR 527, 549 (2010) citando a Mun. de Ponce v. A.C. 

et al., 153 DPR 1, 16 (2000). 

La sentencia que no incluye a una parte indispensable es 

inválida, pues tiene un defecto jurisdiccional. Fred y otros v. E.L.A., 

150 DPR 599 (2000). Es decir, cuando a una persona ausente no se 

le ha brindado oportunidad de salvaguardar sus derechos, no se le 

puede imprimir finalidad a la adjudicación de la controversia 

medular. No basta con que el ausente haya sido informado de su 
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oportunidad de intervenir en el pleito; ha de ser acumulada como 

parte. Lo contrario, conllevaría la desestimación del pleito. Id, pág. 

609. Sin embargo, dicha desestimación no tendrá el efecto de una 

adjudicación en los méritos con efecto de cosa juzgada. Romero v. 

S.L.G. Reyes, supra, pág. 734.  

En cuanto a los acreedores hipotecarios, el Tribunal Supremo 

ha resuelto que “no puede determinarse mecánicamente que siempre 

que haya un litigio sobre un inmueble, el acreedor hipotecario será 

una parte indispensable del procedimiento.” Pérez Rosa v. Morales 

Rosado, supra, pág. 228. El tribunal debe emitir una determinación 

caso a caso, dependiendo de los hechos particulares del mismo. “Solo 

será parte indispensable aquella persona cuyos derechos e intereses 

podrían quedar destruidos o inevitablemente afectados por una 

sentencia dictada, estando esta persona ausente del litigio.” Id.  

Por su parte, el expediente de dominio se trata de un 

procedimiento judicial ex parte, que no declara derechos, sino que 

justifica el dominio del promovente. En este procedimiento el juez solo 

está facultado para declarar justificado o no el dominio de los bienes. 

Toro v. Registrador, 25 DPR 472, 476 (1917). La Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Ley 

Núm. 210 del 8 de diciembre de 2015 (Ley 210-2015), 30 LPRA sec. 

6001, establece que todo propietario que carezca de título inscribible 

de dominio podrá inscribirlo si cumple con una serie de formalidades. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado que los requisitos 

legales para la tramitación de un expediente de dominio son 

esenciales y de cumplimiento estricto. Nieves Osorio, Ex Parte, 127 

DPR 907 (1991). 

En específico, el Art. 185 de la Ley 210-2015 dispone el 

procedimiento que todo peticionario tiene que cumplir para que se 

inscriba a su favor el dominio de una propiedad. El primer paso es la 
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presentación de un escrito jurado en la sala del Tribunal de Primera 

Instancia correspondiente al lugar en que radique el bien. 30 LPRA 

sec. 6291(b). El escrito contendrá varias alegaciones entre las que se 

destacan las siguientes: 

[…] 

b. La descripción exacta de la propiedad con sus 

colindancias y cabida de acuerdo a los títulos 
presentados. De haberse practicado alguna mensura, 
deberá contener la cabida y colindancias que hayan 

resultado de la misma. […] 
[…] 
 

f. Una relación de los anteriores dueños conocidos con 
expresión de las circunstancias personales del inmediato 

anterior dueño.  
 
g. El modo en que adquirió del inmediato anterior dueño.  

 
h. El tiempo que el promovente y los dueños anteriores 
han poseído la propiedad de manera pública, pacífica, 

continua y a título de dueños. 
 

i. El hecho de que la finca, o en caso de agrupación, las 
que la componen, mantuvieron la misma cabida y 
configuración durante los términos que disponen los 

Artículos 1857 y 1859 del Código Civil de Puerto Rico 
para que operen los efectos de la prescripción 

adquisitiva. […] 
 

Además, el referido artículo requiere que el promovente del 

expediente de dominio notifique personalmente o por correo 

certificado copia de su escrito al Alcalde del municipio en que 

radiquen los bienes; al Secretario de Transportación y Obras 

Públicas, al Fiscal de Distrito, así como a las personas que están en 

posesión de las fincas colindantes. El tribunal ordenará la citación 

personal del “inmediato anterior dueño o sus herederos si fueren 

conocidos en caso de no constar en escritura pública la transmisión”. 

En caso de que los promoventes sean herederos, se entenderá 

inmediato anterior dueño “aquel de quien el causante adquirió la 

propiedad”. 30 LPRA sec. 6291(2)(a). 

El Tribunal debe ordenar la citación mediante edicto de “las 

personas ignoradas o desconocidas a quienes pueda perjudicar la 
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inscripción solicitada”, y “los que están ausentes, pero de no estarlo 

debían ser citados en persona y cuyo paradero se desconoce al tiempo 

de hacerse la primera publicación del edicto.” 30 LPRA sec. 6291 (2) 

(a) y (b). El edicto se publicará en tres ocasiones, dentro de un término 

de 20 días, en un periódico de circulación general diaria. La 

publicación deberá contener la descripción de la finca objeto de 

inmatriculación. A partir de la fecha de la última publicación, las 

partes interesadas, citadas y organismos públicos afectados, tendrán 

20 días para comparecer ante el tribunal para alegar lo que, según 

ellas, proceda en derecho. 30 LPRA sec. 6291 (3). 

Es menester señalar, que la petición de expediente de dominio 

se utilizará para justificar el dominio y no equivale a una acción 

declaratoria de usucapión. 30 LPRA §6297. La declaración de estar o 

no justificado el dominio no impedirá que se pueda presentar 

posteriormente una acción ordinaria contradictoria de dominio por 

quien se considere perjudicado. Art. 192 de la Ley 210-2015, supra.12  

A pesar de que la petición de expediente de dominio es un 

procedimiento ex parte, cuando una de las personas citadas se opone 

a la acreditación del título propuesto por el solicitante, alegando tener 

un mejor derecho, se entenderá convertido el procedimiento en un 

juicio contencioso ordinario. 30 LPRA sec. 6298. “El expediente de 

dominio puede considerarse como un acto de jurisdicción voluntaria, 

mientras no se suscite contienda entre partes conocidas y 

determinadas.” Benítez v. Registrador, 71 DPR 563, 568 (1950). 

Mientras no se sucinte contienda entre partes, no pierde su carácter 

de procedimiento ex parte. Id.  

 

 

 

12 30 LPRA sec. 6298. 
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III. 

En consideración al marco jurídico enunciado, procedemos a 

resolver la controversia de epígrafe. 

Como cuestión de umbral, debemos resolver si el presente caso 

se debió haber citado a los acreedores hipotecarios y los colindantes 

de la interventora, la Sra. Rosario Berdecía, al ser estos partes 

indispensables de la reclamación. Las apelantes alegan que la 

disminución de cabida del predio de terreno de la Sra. Rosario 

Berdecía afectaba sustancialmente los derechos de sus acreedores 

hipotecarios, por tanto, dicho proceso no podía realizarse sin incluir 

a estos en el pleito. Añadió, que el tribunal motu proprio convirtió la 

reclamación en una acción de deslinde, sin notificar e incluir a todos 

los colindantes, por lo cual la sentencia es inválida por ausencia de 

falta de parte indispensable. Por su parte, la apelada alega que la 

variación del lindero en el plano de inscripción y la disminución de 

cabida de la Sra. Rosario Berdecía no afecta la validez de su título ni 

el derecho real de los acreedores hipotecarios, por lo tanto, estos no 

son parte indispensable. A su vez, señala que al convertirse el caso 

de expediente de dominio en uno contencioso, no correspondía citar 

a los colindantes de la Sra. Rosario Berdecía.  

Según se desprende del expediente apelativo, la Sra. Ortiz 

Rivera presentó una Petición de expediente de dominio el 22 de 

octubre de 2014. El 30 de enero de 2015 el TPI mediante Orden 

dispuso que se debía citar “a las personas de los predios colindantes”, 

refiriéndose a los colindantes de la propiedad de la Sra. Ortiz Rivera. 

Sin embargo, el 16 de septiembre de 2015 las apelantes presentaron 

solicitud de intervención, alegando que sus intereses se verían 

afectados por la determinación que pudiera emitir el foro primario en 

dicho procedimiento ex parte. A pesar de la oposición de la Sra. Ortiz 

Rivera, el TPI mediante Orden del 21 de octubre de 2015 permitió la 
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intervención de las apelantes. Dicha determinación del foro primario 

automáticamente convirtió el procedimiento ex parte de expediente 

de dominio en uno contencioso. Luego de la presentación de la 

solicitud de intervención de las apelantes, el foro primario debió notar 

que la petición de expediente de dominio perdió su naturaleza ex 

parte, por lo que debió ordenar la conversión a un pleito contencioso 

ordinario. A su vez, era menester que el foro primario ordenara el 

emplazamiento a todas aquellas personas que su interés propietario 

pudiera verse afectado, ante las alegaciones de las partes sobre el 

pleito en controversia. Con ello, se lograría garantizar el debido 

proceso de ley de todas aquellas partes que sus intereses se pudieran 

afectar por las determinaciones del foro primario, al tener la 

oportunidad de ser oídos.  

Al convertirse el pleito en un juicio ordinario contencioso, 

debemos resolver si procedía la inclusión de los colindantes y los 

acreedores hipotecarios de la Sra. Rosario Berdecía.   

Como señalamos anteriormente, la parte indispensable es 

aquella que tiene tal interés en la cuestión litigiosa, sin la cual se 

pueda dictar una sentencia final. En una acción de expediente de 

dominio, son partes indispensables todos aquellos que se pudieran 

afectar por la inscripción solicitada. En el caso ante nos, al 

presentarse una solicitud de intervención, el pleito se convirtió en uno 

contencioso. Siendo así, el foro primario debió citar a todos aquellas 

partes a las que se pudiera afectar sustancialmente sus derechos, 

una vez se determinara si procedía o no la inscripción del bien de la 

Sra. Ortiz Rivera. Más aun, habiendo una alegación de parte de la 

interventora, reclamando su derecho sobre 1,250 metros cuadrados 

de la finca de la Sra. Ortiz, el foro primario debió haber solicitado la 

inclusión en el pleito de todos aquellos a los que pudiera afectar la 

resolución de la controversia. Es menester recordar que una 
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sentencia en la que se omite la inclusión de una parte indispensable 

es inválida por aducir un defecto jurisdiccional. Al ser una garantía 

del debido proceso de ley, la omisión de una parte indispensable 

incide sobre la jurisdicción del tribunal. Por lo cual, resolvemos que 

incidió el foro primario al no incluir a los colindantes del predio de la 

interventora, la Sra. Rosario Berdecía.  

En cuanto a los acreedores hipotecarios, es norma reiterada 

que la hipoteca presupone la existencia de una obligación en la que 

el deudor responde con todos sus bienes presentes y futuros. “Por lo 

tanto, el acreedor hipotecario tiene el derecho de hacer efectivo su 

crédito contra todo el patrimonio del deudor y, además, posee un 

derecho real sobre un bien determinado que responde de la deuda, 

aunque haya pasado a manos de un tercero.” Romero v. S.L.G. Reyes, 

supra, pág. 737. La inscripción registral de la hipoteca representa el 

acto constitutivo mediante el cual la garantía que representa produce 

efectos reales con eficacia “erga omnes”. Vázquez Santiago v. 

Registrador, 137 DPR 384 (1994). Aunque es sabido que el Registro 

de la Propiedad es uno inexacto, nuestro derecho registral 

inmobiliario está predicado en la presunción de certeza y corrección 

de las inscripciones que constan en el Registro de la Propiedad. De 

esta manera quedan protegidos los terceros que por negocio jurídico 

válido adquieran confiando en el contenido del Registro. Banco de 

Santander v. Rosario Cirino, 126 DPR 591 (1990). Nuestro Tribunal 

Supremo ha reconocido que la figura del tercero registral tiene el 

propósito de proteger a los acreedores y dueños del capital financiero.  

Ahora bien, al recaer la hipoteca sobre un bien determinado y 

contando los acreedores hipotecarios con una garantía real de 

perseguir la cosa, el Tribunal debe determinar, conforme los hechos 

particulares de caso, cuando el acreedor hipotecario es parte 

indispensable en una reclamación donde la controversia versa sobre 
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el bien objeto de la hipoteca. Debemos recordar que “no puede 

determinarse mecánicamente que siempre que haya un litigio sobre 

un inmueble, el acreedor hipotecario será una parte indispensable 

del procedimiento.” Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra. Sin 

embargo, en el presente caso el foro primario determinó mediante 

Sentencia que las medidas reales de la propiedad de la Sra. Rosario 

Berdecía eran menores a las que constan inscritas en el Registro de 

la Propiedad, ordenándola a presentar un nuevo plano con las 

cabidas y colindancias correctas. Ante tal conclusión, la Sra. Rosario 

Berdecía presentó Moción de Reconsideración y Solicitud de 

Determinaciones de Hechos Adicionales, alegando que su propiedad 

estaba sujeta a una hipoteca a favor de Popular Mortgage, Inc. y el 

Banco y Agencia de Financiamiento de la Vivienda de Puerto Rico. Al 

disminuir la cabida de los terrenos de la interventora, afectando las 

constancias del Registro de la Propiedad, procedía la inclusión en el 

pleito de los acreedores hipotecarios ya que se vería afectada su 

acreencia conforme a los nuevos linderos de la propiedad de la 

interventora. Al mermar la cabida del bien hipotecado, se verá 

afectada la garantía real de los acreedores hipotecarios. Por lo cual, 

incidió el foro primario al no incluir como parte de la reclamación a 

los acreedores hipotecarios del predio de la Sra. Berdecía Rosario. En 

su consecuencia, la Sentencia dicta el 17 de junio de 2019 es invalida 

ya que no se incluyo a partes indispensables, sin las que no se puede 

emitir una resolución del pleito. Por lo cual, procede que el foro 

primario ordene el emplazamiento de aquellos acreedores conocidos 

o desconocidos en aras de proteger su interés propietario, ante la 

existencia de controversia sobre la titularidad de una porción de 

terreno. 

Por lo antes expuesto, prescindiéremos de la discusión de los 

demás errores señalados.  
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IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, REVOCAMOS la 

Sentencia recurrida al no haberse incluido como parte indispensable 

a aquellos colindantes y acreedores cuyos derechos hayan sido 

afectados. En su consecuencia, se devuelve el caso al foro primario 

para la continuación de los procedimientos, citando a todas las partes 

cuyos intereses pudieran verse afectados por la sentencia que en su 

momento recaiga.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


